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ACCIÓN DE TUTELA NO. 110013105033 2021 00439 00 

ACCIONANTE María Claudia Bermúdez Medellín DOC. IDENT. 52.415.270 

ACCIONADA FONDO NAL DE GARANTÍAS, BANCO W y GRUPO CONSULTOR ANDINO  

DERECHO(S) HABEAS DATA, PETICIÓN, BUEN NOMBRE y HONRA  

PRETENSIÓN 
Que se ordene al FONDO NACIONAL DE GARANTÍAS desbloquear la 
cédula de la accionante y entregarle un certificado de que no tiene deuda 
con ellos, para así poder acceder a los servicios que presta dicha entidad. 

 
 

Bogotá, D.C., veintiocho (28) de septiembre de dos mil veintiuno (2021). 
 
 

A N T E C E D E N T E S 
 
MARÍA CLAUDIA BERMÚDEZ MEDELLÍN, actuando en nombre propio presentó 
solicitud de tutela contra el FONDO NAL DE GARANTÍAS, el BANCO W y el GRUPO 
CONSULTOR ANDINO, invocando la protección de su derecho fundamental de HABEAS 
DATA, PETICIÓN, BUEN NOMBRE Y HONRA, los cuales considera vulnerados por 
cuanto, a causa de una suplantación, aparece con una deuda y su número de cédula se 
encuentra bloqueado para acceder a los servicios del FONDO NACIONAL DE 
GARANTÍAS.  
 
Para fundamentar su solicitud, la accionante relata los siguientes: 
  
 

I. HECHOS. 
 

1. Que en el mes de julio solicitó un crédito en el Banco Caja Social y ellos solicitaron 
una garantía al FONDO NACIONAL DE GARANTÍAS, pero su número de cédula 
aparece bloqueada porque en el año 2009 la señora LUZ ARELIX MARTÍNEZ, adquirió 
los servicios financieros en el Banco WWW y la suplantó como codeudora, pues la 
accionante nunca lo autorizó, nunca se enteró, nunca le reportaron y no conoce a la 
señora LUZ ARELIX MARTÍNEZ. Fue víctima de falsedad personal. 
 

2. Que le solicitó por derecho de petición al FONDO NACIONAL DE GARANTÍAS que 
le borre ese reporte negativo o le desbloqueen la cédula, para poder adquirir los 
servicios financieros que solicitó en el Banco Caja Social. Porque las acciones para 
poder cobrar la deuda ya prescribieron y fue víctima de falsedad personal, pero no 
está reportada en Data crédito ni Cifin. 

 
3. Que el FONDO NACIONAL DE GARANTÍAS, no quita el reporte, ni desbloquea la 

cédula y le mandan los datos de las personas que la tienen reportada y dicen que 
ellos pagaron la deuda que les tocaba asumir. 

 
4. Que, sin embargo, mirando la base de datos del FONDO NACIONAL DE 

GARANTÍAS, no aparece deudora, como se muestra en pantallazo anexo a la tutela. 
 

5. Que, al ser notificada de la suplantación, colocó la respectiva denuncia ante la fiscalía 
por falsedad personal. 

 
6. Que, frente a dicha información, procedió a solicitar FONDO NACIONAL DE 

GARANTÍAS que la removiera, bajara o rectificara la información, sin que hasta la 
fecha se haya rectificado o removido dicha información. 
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7. Que tal solicitud la hizo vía correo electrónico, por medio de un derecho de petición 

al correo servicio.cliente@fng.gov.co, donde no obtuvo respuesta de fondo de 
porqué no le podían borrar ese reporte. 

 
8. Que con ocasión a la divulgación de esa información falsa le ha sido imposible 

acceder a servicios financieros, por ser una víctima de falsedad personal, razón por la 
cual siente que se han vulnerado sus derechos al buen nombre y la honra. 
 
 

II. INTERVENCIÓN DE LA ACCIONADA. 
 

Admitida la tutela, de ella se dio traslado a la entidad accionada a fin de que ejerciera el 
derecho de defensa, solicitándoles informaran sobre las pretensiones de la accionante, 
frente a lo cual el GRUPO CONSULTOR ANDINO allegó escrito de respuesta, mediante 
comunicación electrónica del 16 de septiembre de 2021, y el FONDO NACIONAL DE 
GARANTÍAS y el BANCO W guardaron silencio, razón por la cual, respecto de ellas, se 
dará aplicación al contenido del artículo 20 del Decreto 2591 de 1991: 
 

“ARTÍCULO 20. PRESUNCIÓN DE VERACIDAD. Si el informe no fuere rendido 
dentro del plazo correspondiente, se tendrán por ciertos los hechos y se entrará a 
resolver de plano, salvo que el juez estime necesaria otra averiguación previa.” 

 
 
Respuesta del GRUPO CONSULTOR ANDINO 
 
En escrito allegado a la dirección electrónica del despacho el pasado 16 de septiembre 
de 2021, el GRUPO CONSULTOR ANDINO manifestó que, si bien en su momento el 
FONDO NACIONAL DE GARANTÍAS le cedió la obligación objeto de la presente acción, 
lo cierto es que la misma fue cedida a la sociedad LUSTRUM en septiembre de 2019. 
 
En consecuencia, solicita sea desvinculada de la presente acción por cuanto ya no obra 
como acreedora o fuente del reporte crediticio relacionado de dicha obligación. 
 
 
III. PROBLEMA JURÍDICO. 
 
Corresponde al Despacho determinar si existe violación a los derechos fundamentales 
de HABEAS DATA, PETICIÓN, BUEN NOMBRE y HONRA, por parte de las accionadas, tal 
como lo plantea el (la) accionante. 
 
Así mismo, es del caso establecer si es la Acción de Tutela el mecanismo idóneo para 
resolver la solicitud de MARÍA CLAUDIA BERMÚDEZ MEDELLÍN. 
 
Con lo anterior se procede a resolver previas las siguientes; 
 

 
C O N S I D E R A C I O N E S 

 
Conforme al art. 86 de la Constitución Política y el Decreto reglamentario de la acción de 
tutela (art. 1º. del mencionado Decreto), ésta procede contra la acción u omisión de las 
autoridades públicas y de los particulares, sobre estos últimos, según lo establece la ley 
(art. 42 del mismo Decreto) que vulneren o amenacen cualquiera de los derechos 
constitucionales fundamentales y que el afectado no disponga de otro medio de defensa 

mailto:mgalvisl@cendoj.ramajudicial.gov.co


 

ACCIÓN DE TUTELA 11001310503320210043900 
ACCIONANTE: MARÍA CLAUDIA BERMÚDEZ MEDELLÍN 

ACCIONADA: FONDO NACIONAL DE GARANTÍAS, BANCO W, GRUPO CONSULTOR ANDINO 
mgalvisl@cendoj.ramajudicial.gov.co 

judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable.  
 
Establece por previsión supra legal la concepción de la acción de tutela, un instrumento 
jurídico que permite brindar a cualquier persona, sin mayores requisitos de orden formal, 
la protección específica e inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, 
cuando se ven vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad 
pública o de un particular en los términos que le señale la ley, siempre que para la 
protección del derecho que busca el amparo de tutela no exista otro mecanismo de 
defensa judicial para protegerlo, o existiendo, al ejercitarse la acción se pretenda evitar 
un perjuicio irremediable, para lo cual su procedencia sería posible como mecanismo 
transitorio dada su inmediatez para la protección del derecho constitucional violado. 
 
Además, el Decreto 306 de 1.992, por medio del cual se reglamenta el 2591 referido, 
establece en su artículo 2º que la acción de tutela protege exclusivamente los derechos 
constitucionales fundamentales y que no puede ser utilizada para hacer cumplir las leyes, 
los decretos, los reglamentos o cualquier otra norma de categoría inferior, como así lo 
tiene interpretado y definido la jurisprudencia reiterada de nuestro máximo Tribunal 
(Corte Constitucional) de la jurisdicción de tutela. 
 
El juez de tutela está instituido para la guarda de los derechos fundamentales, por esa 
razón se ha reiterado que incluso no es necesario que en forma particular se indique la 
vulneración de algún precepto, considerando que si al efectuar el análisis de la 
controversia que le es planteada, encuentra quebrantado alguno de los principios de 
orden constitucional, deberá adoptar las medidas tendientes a garantizar la guarda del 
derecho que encuentre conculcado, si la situación fáctica como las pruebas que 
sustentan la acción dan cuenta de ello, o incluso si la acción de tutela está dirigida a 
obtener el amparo de otro derecho que no es el que se afirma vulnerado.  
 
 
DEL PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD COMO REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD DE 
LA ACCIÓN DE TUTELA 
 
Como bien es sabido, la acción de tutela fue creada como un mecanismo cuya finalidad 
es garantizar la protección de los derechos fundamentales de las personas que están 
siendo vulnerados o amenazados. Dicha acción tiene un carácter residual, en tanto que 
la misma procede únicamente ante la inexistencia o ineficacia de otros mecanismos 
judiciales que contrarresten la inminente vulneración de los derechos fundamentales de 
las personas. (Sentencia T-132 de 2006).  
 
Bajo este postulado, el inciso 4ª del Art. 86 de la C.P. establece que “esta acción solo 
procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo 
que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable”. (Subrayado fuera de texto).  
 
A su vez, Art. 6 del Decreto 2591 de 1991 establece que dicha acción será improcedente 
cuando existan otros medios de defensa judiciales como arriba se mencionó, no 
obstante, esta acción será procedente excepcionalmente, siempre y cuando dichos 
medios no resulten eficaces para salvaguardar los derechos fundamentales del 
accionante. Para tal efecto, el Juez constitucional deberá analizar el caso en concreto con 
la finalidad de determinar la eficacia de los medios de defensa judicial existentes y las 
circunstancias específicas en que se encuentra el accionante para invocar la protección 
de sus derechos a través de la tutela.  
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En tal sentido, la acción de tutela procede como mecanismo principal y definitivo de 
protección de los derechos fundamentales cuando el accionante ha acreditado que no 
cuenta con otros medios de defensa judicial, o que, existiendo, estos no resultan idóneos 
para resguardar los derechos fundamentales presuntamente vulnerados o amenazados 
(Sentencia T-079 de 2016). De presentarse dicho evento, el Juez Constitucional deberá 
evaluar las circunstancias específicas en las que se encuentra el accionante, para 
determinar si en el caso en concreto los medios existentes resultan ineficaces para la 
protección de sus derechos.  
 
Por su parte, esta acción constitucional procede como mecanismo transitorio en aquellos 
casos en los que, pese a existir otros medios de defensa alternativos, el accionante busca 
evitar la consumación de un perjuicio irremediable, caso en el cual la orden de tutela 
tendrá efectos temporales y producirá efectos hasta tanto la autoridad competente 
decida de fondo el respectivo caso.  
 
De tal manera, se tiene entonces que existen dos excepciones al requisito de 
subsidiariedad de la acción de tutela (Sentencia T-029 de 2017), una de las cuales se 
encuentra estrechamente ligada con la existencia de un perjuicio irremediable.  
 
Así pues, en cuanto a la naturaleza de este perjuicio y cómo identificar la existencia del 
mismo en un determinado caso, la Corte Constitucional ha establecido las características 
propias de esta figura de la siguiente manera:   
 

“(i) inminente, es decir, por estar próximo a ocurrir, (ii) grave, por dañar o 
menoscabar material o moralmente el haber jurídico de la persona en un grado 
relevante, (iii) que requiera medidas urgentes para conjurarlo; y (iv) que la acción 
de tutela sea impostergable a fin de garantizar el adecuado restablecimiento del 
orden social justo en toda su integridad”. (Sentencia T- 538 de 2013.)  

 
Para tales efectos, la Corte dispone que el Juez Constitucional debe realizar un juicio de 
procedibilidad de la acción, el cual deberá ser menos estricto cuando el accionante sea 
un sujeto de especial protección. De tal manera lo ha dispuesto al establecer que “existen 
situaciones especiales en las que el análisis de procedencia de la acción debe desatarse 
de manera más amplia y permisiva, en atención a la especial naturaleza de las personas 
que solicitan la protección de sus derechos constitucionales fundamentales” (Sentencia 
T-515 de 2006) (Subrayado Fuera de Texto).  
 
Así pues, al momento de realizarse el juicio de procedibilidad, se deberán analizar las 
condiciones específicas del accionante como sujeto de especial protección, con miras a 
flexibilizar las reglas generales de procedibilidad de la acción de tutela contempladas en 
el Decreto 2591 de 1991.  (Sentencia T-206 de 2013) 
 

“Esta Corte ha manifestado que si bien los jueces de tutela deben ser estrictos 
en la aplicación de estos requisitos, para efectos de hacer valer el carácter 
subsidiario de la acción de tutela, existen situaciones en las que el análisis de 
procedibilidad de la tutela se debe efectuar en forma más amplia -esto es, 
menos estricta-, dada la naturaleza de las personas que solicitan amparo para 
sus derechos fundamentales: se trata de los casos en que estén de por medio 
los derechos de cualquiera de los sujetos de especial protección 
constitucional, tales como niños, mujeres cabeza de familia, ancianos, 
miembros de minorías o personas en condiciones de extrema pobreza. En 
tales situaciones, los jueces deben estudiar las características del perjuicio 
irremediable arriba explicadas con un criterio de admisibilidad más amplio, para 
así materializar, en el campo de la acción de tutela, la particular atención y 
protección que el Constituyente otorgó a estas personas, dadas sus condiciones 
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de vulnerabilidad, debilidad o marginalidad.” (Sentencia T-015 de 2006) 
(Subrayado y negrilla fuera de texto).  

 
Para realizar dicho análisis, el Juez de Tutela, tendrá que tener en cuenta que este 
mecanismo se encuentra revestido de un carácter residual y subsidiario, para garantizar 
una protección inmediata de los derechos fundamentales cuando no exista otro medio 
de defensa eficaz para salvaguardar el derecho, o cuando esta se interponga como 
mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. (Sentencia T-336 de 2009)  
 
De tal forma se tiene la acción de tutela procede de manera excepcional en los siguientes 
casos (Sentencia T-336 de 2009):  
 

“i) Cuando los medios ordinarios de defensa judicial no sean lo suficientemente 
idóneos y eficaces para proteger los derechos presuntamente conculcados o 
amenazados.  
 
ii) Cuando a pesar de que tales medios de defensa judicial sean idóneos, de no 
concederse la tutela como mecanismo transitorio de protección, se produciría un 
perjuicio irremediable a los derechos fundamentales.  
 
iii) Cuando el accionante es un sujeto de especial protección constitucional 
(personas de la tercera edad, personas discapacitadas, mujeres cabeza de familia, 
población desplazada, niños y niñas) y por tanto su situación requiere de particular 
consideración por parte del juez de tutela”10. (Subrayado y negrilla fuera de texto). 

 
 
 
DEL PRINCIPIO DE INMEDIATEZ COMO REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD DE LA 
ACCIÓN DE TUTELA  
 
Menciona la jurisprudencia de la Corte Constitucional que al analizar el requisito de 
inmediatez de la acción de tutela por la inminencia de un perjuicio irremediable tal 
componente debe ponderarse bajo el criterio del plazo razonable y oportuno, tal como 
lo expresa entre otras en la sentencia T 245 de 2015 en los siguientes términos:   
 

“La inmediatez es un principio orientado a la protección de la seguridad jurídica y 
los intereses de terceros, y no una regla o término de caducidad, posibilidad 
opuesta a la literalidad del artículo 86 de la Constitución. La satisfacción del 
requisito debe analizarse bajo el concepto de plazo razonable y en atención a las 
circunstancias de cada caso concreto. Esa razonabilidad se relaciona con la 
finalidad de la acción, que supone a su vez la protección urgente e inmediata de 
un derecho constitucional fundamental. (…)  
 

i. La acción de tutela sería procedente cuando fuere promovida transcurrido 
un extenso espacio entre el hecho que generó la vulneración, siempre que:  

 
ii. Exista un motivo válido para la inactividad de los accionantes, por ejemplo, 

el estado de indefensión, interdicción, abandono, minoría de edad, 
incapacidad física, entre otros;  

 
iii. La inactividad injustificada vulnere el núcleo esencial de los derechos de 

terceros afectados con la decisión;  
 

iv. Exista un nexo causal entre el ejercicio inoportuno de la acción y la 
vulneración de los derechos de los interesados; o  
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v. Cuando se demuestre que la vulneración es permanente en el tiempo y 

que, pese a que el hecho que la originó es muy antiguo respecto de la 
presentación de la tutela, la situación desfavorable del actor derivada del 
irrespeto por sus derechos continúa y es actual.”  

 
 
DERECHOS DE HABEAS DATA, BUEN NOMBRE Y HONRA 
 
Al respecto menciona el artículo 15 de la Constitución Política: 
 

“Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar y a su buen 
nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. De igual modo, tienen 
derecho a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido 
sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas. 

 
En la recolección, tratamiento y circulación de datos se respetarán la libertad y demás 
garantías consagradas en la Constitución. 

 
La correspondencia y demás formas de comunicación privada son inviolables. Sólo 
pueden ser interceptadas o registradas mediante orden judicial, en los casos y con 
las formalidades que establezca la ley. 

 
Para efectos tributarios o judiciales y para los casos de inspección, vigilancia e 
intervención del Estado podrá exigirse la presentación de libros de contabilidad y 
demás documentos privados, en los términos que señale la ley.” 

 
 
 
En igual sentido, la Corte Constitucional desde la sentencia T 883 de 2013 ha manifestado: 
 

“ACCION DE TUTELA PARA LA PROTECCION DEL DERECHO AL HABEAS DATA 
 
Según lo establece la disposición constitucional, esta acción tiene un carácter 
subsidiario y residual, por lo que ella solo procede cuando quiera que el afectado no 
tenga a su alcance otro medio de defensa judicial o cuando, existiendo ese otro 
medio, la tutela se ejerce como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio de 
carácter irremediable. Adicionalmente, y a partir de lo previsto en el artículo 6 del 
Decreto 2591 de 1991, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que ella también 
resulta procedente –esta vez, como mecanismo de protección definitivo– en aquellos 
casos en los que la herramienta judicial que prevé el ordenamiento se muestra como 
ineficaz para garantizar los derechos fundamentales del afectado. La jurisprudencia 
reiterada de la Corte Constitucional ha señalado que es presupuesto 
fundamental para el ejercicio de la acción de tutela que el afectado haya 
solicitado la aclaración, corrección, rectificación o actualización del dato o de la 
información que considera errónea, de manera previa a la interposición del 
mecanismo de amparo constitucional: Esta solicitud, según también lo ha 
precisado la jurisprudencia constitucional, debe haber sido formulada ante la 
entidad fuente de la información, es decir, frente a quien efectúa el reporte del 
dato negativo, con el fin de que se le brinde a ella la oportunidad de verificar 
directamente la situación y, de ser lo indicado, de adoptar las medidas que 
correspondan. 
 
(…) Si formulada esa solicitud la fuente de la información insiste en el reporte 
negativo, la acción de tutela será procedente en aras de determinar si en el caso 
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concreto se ha presentado una vulneración o no del derecho fundamental al 
habeas data del titular. 

 
 
 5. La caducidad del dato financiero negativo 
 

De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, el principio de caducidad “estipula 
que la información desfavorable del titular debe ser retirada de las bases de datos, 
de forma definitiva, con base en criterios de razonabilidad y oportunidad. En 
consecuencia, se prohíbe la conservación indefinida de datos personales, después 
que hayan desaparecido las causas que justificaron su acopio y administración.” 
[Sentencia C-1011 de 2008, M.P. Jaime Córdoba Triviño.] 

 
La Corte Constitucional ha construido una sólida línea jurisprudencial en relación con 
el tema de la caducidad del dato negativo, partiendo de la identificación de una 
premisa básica, cual es, la de que no es posible que las personas queden 
indefinidamente atadas a informaciones negativas sobre su comportamiento 
crediticio y comercial. Se trata, como lo ha indicado esta Corte desde sus inicios, que 
debe reconocerse la existencia de un “verdadero derecho al olvido.” [Sentencia T-
414 de 1992, M.P. Ciro Angarita Barón.] 

 
(…) Finalmente, en el año 2008, el Congreso de la República profirió la Ley Estatutaria 
1266 de 2008, norma que, como atrás se indicó, constituye la regulación actual del 
derecho al habeas data y del manejo de la información financiera, crediticia, 
comercial, de servicios y la proveniente de terceros países. 

 
En esta ley se incluyó una disposición específicamente sobre el tema de la caducidad 
del dato negativo, así: 

 
  
 

“ARTÍCULO 13. PERMANENCIA DE LA INFORMACIÓN 
 
La información de carácter positivo permanecerá de manera indefinida en los 
bancos de datos de los operadores de información. 

  
Los datos cuyo contenido haga referencia al tiempo de mora, tipo de cobro, 
estado de la cartera, y en general, aquellos datos referentes a una situación 
de incumplimiento de obligaciones, se regirán por un término máximo de 
permanencia, vencido el cual deberá ser retirada de los bancos de datos por 
el operador, de forma que los usuarios no puedan acceder o consultar dicha 
información. El término de permanencia de esta información será de cuatro 
(4) años contados a partir de la fecha en que sean pagadas las cuotas vencidas 
o sea pagada la obligación vencida.” 

 
Al efectuar el control de constitucionalidad previo y automático que le correspondía, 
la Corte Constitucional consideró que el artículo en cuestión no vulneraba la Carta 
Política, siempre que se entendiera que “la caducidad del dato financiero en caso 
de mora inferior a dos años, no podrá exceder el doble de la mora, y que el 
término de permanencia de cuatro años también se contará a partir del 
momento en que se extinga la obligación por cualquier modo”. [Sentencia C-
1011 de 2008, M.P. Jaime Córdoba Triviño.] 

 
En relación con este último supuesto, que es el que interesa a esta causa, la Corte 
encontró que el legislador no había establecido ninguna regla particular de 
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caducidad del dato negativo para ser aplicada en aquellos casos en los que la 
obligación insoluta se había extinguido por el paso del tiempo, lo que en la práctica 
llevaba a que, en estos eventos, ese reporte debiera permanecer de forma indefinida 
en las bases de datos. 

 
Para la Corte, esta situación resultaba contraria a la Carta, pues es “[…] totalmente 
injustificado que se mantengan en las bases de datos reportes basados en 
obligaciones que han sido excluidas del tráfico jurídico, amén de la 
imposibilidad de ser exigibles judicialmente. Si el ordenamiento legal vigente ha 
establecido que luego de transcurridos diez años opera la extinción de las 
obligaciones dinerarias, no existe razón alguna que sustente que a pesar que ha 
operado este fenómeno, el reporte financiero que tiene origen en la deuda insoluta 
subsista”. [Sentencia C-1011 de 2008, M.P. Jaime Córdoba Triviño.] 

 
Con fundamento en esta consideración, y teniendo en cuenta que la permanencia 
del dato negativo más allá del término previsto en el ordenamiento jurídico para la 
prescripción de la obligación configuraría un ejercicio abusivo del poder informático, 
la Corte determinó que en esos casos también debía aplicarse el plazo de 
permanencia de cuatro años previsto por el legislador en el artículo 13 de la Ley 
1266 de 2008, esta vez, contados a partir del momento en que la obligación 
deja de existir cualquiera sea la causa. 

 
 
EL CASO EN CONCRETO. 
 
En cuanto al requisito de inmediatez 
 
Teniendo en cuenta que la accionante considera que la vulneración de sus derechos 
fundamentales ha permanecido en el tiempo, considera el despacho que se encuentra 
cumplido el presente requisito, toda vez que, a la fecha, no se ha desbloqueado a la 
accionante en el FONDO NACIONAL DE GARANTÍAS. 
 
 
En cuanto al requisito de subsidiariedad 
 
De conformidad con la información relatada en los hechos de la tutela y la documental 
allegada, la accionante solicitó el desbloqueo como codeudora ante el FONDO 
NACIONAL DE GARANTÍAS únicamente, y no allegó prueba de haber acudido 
directamente al BANCO W, que es la fuente de información como lo manifiesta la 
sentencia de la Corte Constitucional, pues, fue ante dicha entidad bancaria que se solicitó 
el crédito en el que aparece la accionante como codeudora y quien a falta de pago de la 
obligación, realizó el reporte de la mora al FONDO NACIONAL DE GARANTÍAS, o ante 
el GRUPO CONSULTOR ANDINO como cesionario de la obligación que dio origen al 
reporte o bloqueo objeto de tutela, y mucho menos ante la SOCIEDAD LUSTRUM, actual 
cesionaria de la misma, como quiera que tal cesión fue conocida dentro de la presente 
acción como consecuencia de la contestación allegada por el GRUPO CONSULTOR 
ANDINO, en consecuencia, de conformidad con lo dispuesto por la Corte Constitucional 
en sentencia T 883 de 2013, referente a que: “(…) es presupuesto fundamental para el 
ejercicio de la acción de tutela que el afectado haya solicitado la aclaración, corrección, 
rectificación o actualización del dato o de la información que considera errónea, de 
manera previa a la interposición del mecanismo de amparo constitucional: Esta 
solicitud, según también lo ha precisado la jurisprudencia constitucional, debe haber sido 
formulada ante la entidad fuente de la información, es decir, frente a quien efectúa el 
reporte del dato negativo, con el fin de que se le brinde a ella la oportunidad de verificar 
directamente la situación y, de ser lo indicado, de adoptar las medidas que correspondan 
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(…) Si formulada esa solicitud la fuente de la información insiste en el reporte negativo, la 
acción de tutela será procedente en aras de determinar si en el caso concreto se ha 
presentado una vulneración o no del derecho fundamental al habeas data del titular 
(…), se declarará improcedente la presente acción, por falta del requisito mencionado. 
 
Lo anterior, teniendo en cuenta, además, que la obligación fue cancelada el 27 de julio de 
2012 y toda vez que las obligaciones dinerarias prescriben diez años después de su 
extinción, la misma, no se encuentra prescrita. 
 
De igual manera, debe mencionar el despacho que, al tratarse en el presente asunto de una 
presunta VIOLACION DE DATOS PERSONALES de que trata el Art. 269F de la Ley 1273 de 
2009, para que el FONDO NACIONAL DE GARANTÍAS levante el bloqueo por esta razón 
particular, debe existir decisión de fondo de la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN en el 
proceso penal que se inició para tal efecto, declarando que efectivamente la accionante fue 
víctima de dicha conducta punible. 
 

 
DECISIÓN 

 
En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO TREINTA Y TRES LABORAL DEL 
CIRCUITO DE BOGOTÁ D. C., administrando justicia en nombre de la República de 
Colombia y mandato de la Constitución, 
 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la presente acción, por las razones expuestas. 
 
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes de conformidad con lo dispuesto en el artículo 30 
del Decreto 2591 de 1991. 
 
TERCERO: REMITIR el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual 
revisión, en el evento de no ser impugnado el fallo; de lo contrario, deberá enviarse el 
expediente al Honorable Tribunal Superior de Bogotá, para que sea sometida a reparto 
entre los Magistrados de todas y cada una de las Salas que lo conforman. 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 
 
 
 
 

JULIO ALBERTO JARAMILLO ZABALA 
JUEZ 
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